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Discutido y aprobado en 9-12-2009
REF.- Exp. T. No.11001 02 03 000 2009 02205-00

Decídese la acción de tutela instaurada por la sociedad Suelo Azul Ltda., contra la Sala Civil–Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga, integrada por los magistrados Omar José Amado Ariza, Antonio Bohórquez Orduz y Ramón Alberto Figueroa Acosta y el Juzgado 3º Civil del Circuito de esa misma ciudad.
EL RECLAMO CONSTITUCIONAL

Y SU FUNDAMENTO


1. El accionante demanda la protección constitucional de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente vulnerado por las autoridades acusadas quienes mediante sentencia de primera y segunda instancia, negaron las pretensiones del accionante.

 
2. Expone el peticionario, en síntesis, que los derechos colectivos se han afectado por la construcción que se efectúa en un sector de la ciudad de Bucaramanga, por lo cual, inició una acción  popular en contra de la sociedad Otacc S.A., correspondiéndole al Juzgado Tercero Civil del Circuito su trámite.


3. Que anexó como prueba, una serie de fotografías con el fin de acreditar las acusaciones presentadas, pero que el mencionado despacho, mediante una valoración defectuosa del material probatorio, negó las pretensiones, y el Tribunal confirmó la decisión, incurriendo en una vía de hecho.



4. Que a pesar de existir un concepto técnico del  Departamento Administrativo de la Defensoría del  Espacio Público, que determina el cerramiento de la zona verde, antejardín y andén, por lo que se obstaculiza el libre tránsito peatonal, el a-quo, manifestó que la sociedad no infringió la normatividad sobre el espacio público.


5.  Aduce que la Resolución 541 de 1994,  prohíbe  el cargue, descargue y  almacenamiento temporal o permanente de los materiales  a que se refiere esta resolución, y que “(…). Los sitios, instalaciones, construcciones y fuentes de material deberán contar dentro de los límites del inmueble privado, con áreas o patios donde se efectúa el cargue, descargue y almacenamiento de este tipo de materiales. (…)”.



6. Que el Tribunal, se sustenta seguramente en el artículo 333 de la Constitución Nacional, al manifestar que  la actividad de la construcción es la primera generadora de empleo en el país y que limitarla  al aplicar de manera exegética la ley, agravaría el desempleo en un importante sector de la población que solo cuenta con esa opción laboral, pero obvió leer que la empresa tiene una función social que implica obligaciones.



7. Manifiesta que el artículo 501 del Plan de Ordenamiento Territorial de Bucaramanga (P.O.T), y según lo establecido en el artículo 22 del Decreto 948 de 1995, el dueño del proyecto está obligado a cumplir las normas consagradas en la Resolución 541 del 14 de diciembre de 1994.



8.  Que conforme al Decreto Municipal 048, que aprobó el Plan de Ordenamiento Territorial, que alude a dicha prohibición, y que no puede tolerarse que los funcionarios avalen dicha ocupación, creando teorías jurídicas, siendo que la normatividad prohíbe la ocupación temporal y permanente del espacio público.



9. Solicita  la revocatoria de los fallos de 31 de marzo y 10 de septiembre de 2009, y en su lugar se amparen en forma efectiva los derechos colectivos, se ordene de inmediato la restitución y recuperación del espacio público afectado por los materiales de construcción, maquinaria,  desechos, tierra y arena que se encuentren sobre la Calle 51 No. 27-41/51/f57 de Bucaramanga, recuperación que se basa en el respeto por los andenes y vía pública. Además solicita, se ordene el pago de incentivos.




CONSIDERACIONES

1. La acción popular ejercida pretendió  que se ordenara el retiro de escombros, desechos y materiales de construcción  que ocupan temporalmente el espacio público en la ciudad de Bucaramanga en el sector de la Calle 51 con carrera 27-41/ 51/57.

El fallo de primera instancia  desestimó las pretensiones al considerar que no se vulneró lo previsto en el artículo 4  de la Ley 472 de 1998; que la invasión del espacio público era  temporal e incluso se construyó un andén provisional para peatones, y aclaró, además, que la oficina competente para  verificar el cumplimiento de los constructores es la de Planeación  de la Alcaldía que no se ha pronunciado sobre el asunto, asimismo que la acción Popular, en este caso,  debe agotar primero los recursos administrativos.


 El Tribunal, a su vez, estimó que debía tenerse en cuenta el carácter transitorio que lleva envuelta la posible vulneración de los derechos colectivos, “(…), pues la actividad de la construcción y remodelación de un predio, como en este caso, tiene el carácter de eventual, y por obvias razones, no se puede entender que el almacenamiento de materiales, y la causación de escombros será una actividad permanente”. 


Concluye que cuando la obra se adelanta  en un sector totalmente urbanizado, el constructor sólo tiene la posibilidad de utilizar el espacio público por poco tiempo, mientras el material de descargue es conducido al interior de la obra, siendo temporal su utilización, de manera que no existe vulneración de  derechos colectivos, menos aún, cuando existe prueba fotográfica sumaria de la que se deduce que no se vulneraron los derechos de la comunidad ya que el tránsito y la locomoción no se vieron afectados y confirmó la sentencia apelada, argumentos que para el accionante vulneran el derecho de la comunidad.


2. La acción de tutela es un mecanismo extraordinario, consagrado por la Constitución Política de 1991, para la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, frente a la amenaza o violación que, en cuanto a ellas, pueda derivarse de la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, en los casos previstos en la ley, sin que pueda erigirse en una vía sustitutiva de los medios ordinarios de defensa que la misma Constitución y la Ley consagran para salvaguardarlos.



Procede excepcionalmente contra providencias judiciales, sólo cuando representan una vía de hecho, es decir, se apartan groseramente del ordenamiento jurídico o responden al capricho o arbitrariedad del juzgador.



3.  En el presente caso no se evidencia la arbitrariedad alegada por el peticionario, pues la providencia atacada, responde a unos criterios jurídicos que no pueden catalogarse de absurdos, antojadizos o caprichosos, toda vez que los argumentos expuestos por el Tribunal accionado gozan de un aceptable grado de razonabilidad y coherencia, que la distancian del defecto endilgado.



En efecto, precisó ese juzgador que el funcionario de primer grado consideró que “(…), la entidad accionada no vulneró las normas que regulan el sistema general ambiental, es decir el goce de un ambiente sano y todo lo que esto conlleva, resaltando que en la construcción se evidenció según el material fotográfico allegado, se construyo (sic) un andén provisional para así brindarle a los peatones y los habitantes del sector una mayor comodidad, consciente de la incomodidad que puede generar la construcción de un edificio (…)”. 


“(…). Ahora, al revisar el material probatorio allegado como prueba, se deduce que la ocupación temporal alegada no vulneró derechos de la comunidad ya que, el tránsito y locomoción de los transeúntes no se vio afectado, pues se evidencia en los registros fotográficos, que pese a la construcción referenciada siempre existió espacio suficiente para el tránsito normal y tranquilo de la comunidad y tampoco existe, prueba al menos sumaria de la vulneración o afectación de algún derecho colectivo, con la obra realizada (…)”.



Ahora bien, en caso similar, el  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo,  en sentencia de 20 de febrero de 2003, Mag. Ponente: Tarsicio  Cáceres Toro, precisó:

“(…), los anotados obstáculos (limitantes del espacio público e indudablemente incómodos para los peatones), constituyen una de aquellas restricciones justificadas y temporales  de los derechos invocados en la presente demanda, legitimidad que, se repite, radica en la protección de bienes que, como la vida de los transeúntes, son de mayor valía que el derecho al goce del espacio público y a la utilización de los bienes de uso público. Además, téngase en cuenta que quienes adelantaban las anotadas obras de construcción, contaban con las respectivas licencias, hecho que no fue desvirtuado ni controvertido por el accionante.(…)!.


      Puestas así las cosas, no es contrario a la lógica concluir que no se verifica la vulneración de los derechos e intereses colectivos invocados, toda vez, que las autoridades acusadas, analizaron las pruebas recaudadas y las decisiones adoptadas no contienen criterios hermenéuticos absurdos, sino expuestos dentro del ámbito de atribuciones que el ordenamiento les confiere. 



De acuerdo con lo discurrido, la Corte negará el amparo constitucional pedido.





DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NIEGA el amparo constitucional pedido.


Notifíquese esta decisión a las partes, conforme a lo estipulado en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.
WILLIAM NAMÉN VARGAS

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

PEDRO OCTAVIO MUNAR CADENA

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ

CÉSAR JULIO VALENCIA COPETE

EDGARDO VILLAMIL PORTILLA

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.
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